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RESOLUCIÓN Nº10/2025
En Vitoria-Gasteiz, a 11 de abril de 2025.
El Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales de la Diputación Foral de Álava ha dictado la siguiente RESOLUCIÓN de medidas provisionales en relación con el Recurso Especial en materia de contratación interpuesto por BARBARA & URIARTE ABOGADOS, S.L.P. contra los pliegos y cuadro de características que rigen la contratación, por el procedimiento abierto simplificado, del contrato de “Asesoramiento en materias de derecho administrativo, urbanístico, mercantil y civil de Álava Agencia de Desarrollo S.A.”.
Son partes en dichos recursos: como RECURRENTES Barbara & Uriarte Abogados, S.L.P. y como DEMANDADA Álava Agencia de Desarrollo, S.A. (en adelante AAD), siendo el órgano de contratación (OC), la Presidencia del Consejo de la sociedad pública. (expte nº 7/2025).

Vistas las medidas provisionales solicitadas por el recurrente, consistente en aplicar por analogía los efectos suspensivos previstos en los artículos 49 y 53 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, este Órgano efectúa las siguientes consideraciones:

ANTECEDENTES DE HECHO

1º - El 31 de marzo de 2025 se publica en la Plataforma de Contratación Pública en Euskadi el anuncio de la licitación convocada por AAD para contratar los servicios de “Asesoramiento en materia de derecho administrativo, urbanístico, mercantil y civil de Álava Agencia de Desarrollo, S.A.”, con un valor estimado de 120.000 euros y un plazo de ejecución de dos años con posibilidad de dos prórrogas anuales, poniéndose a disposición de los posibles licitadores la documentación aplicable a la contratación, integrada por el Cuadro de Características, el Pliego de Cláusulas Económico Administrativas y el Pliego de Condiciones Técnicas. 
2º. – El 8 de abril de 2025 tuvo entrada en el Registro Electrónico Común de la Diputación Foral de Alava el recurso especial en materia de contratación, presentado por Barbara & Uriarte Abogados, S.L.P., contra los pliegos de condiciones para la licitación del contrato de servicios de “Asesoramiento en materia de derecho administrativo, urbanístico, mercantil y civil de Álava Agencia de Desarrollo, S.A.”,  en el que también solicita la adopción de la medida provisional consistente en la suspensión de la tramitación del expediente de contratación, con suspensión del plazo para la presentación de ofertas.
3º. - El plazo de presentación de ofertas finaliza el 15 de abril de 2025.
4º.- En cumplimiento de lo previsto en el artículo 56.2 de la LCSP, se solicitó al OC el expediente administrativo y su informe sobre el RE, en el que no posiciona sobre la solicitud de suspensión del procedimiento de contratación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - Tratándose de un contrato de servicios cuyo valor estimado asciende a 120.000 euros (IVA excluido), se cumplen los requisitos exigidos en el artículo 44 de la LCSP para poder considerar el acto impugnado susceptible de recurso especial en materia de contratación. En concreto, son susceptibles de recurso especial los actos y decisiones relacionados en el apartado 2 del citado artículo— como los anuncios de licitación, los pliegos y los documentos contractuales que establezcan las condiciones que deban regir la contratación — cuando se refieran -entre otros- a los contratos de servicios cuyo valor estimado sea superior a cien mil euros (art. 44.2. a).
Respecto a su tramitación ha de estarse a lo dispuesto en el artículo 56.3 de la LCSP, según el cual “Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la interposición del recurso, dará traslado del mismo a los restantes interesados, concediéndoles un plazo de cinco días hábiles para formular alegaciones, (…). De forma simultánea a este trámite, decidirá, en el plazo de cinco días hábiles, acerca de las medidas cautelares si se hubiese solicitado la adopción de alguna en el escrito de interposición del recurso o se hubiera procedido a la acumulación, en el caso de que la solicitud de tales medidas se hubiera realizado con anterioridad a la presentación del recurso (…)”.
SEGUNDO. – El artículo 53 de la LCSP contempla la suspensión automática de la tramitación del procedimiento cuando el acto recurrido sea la adjudicación, entendiéndose vigente en tanto no se dicte resolución expresa acordando el levantamiento, tal como se prevé en el artículo 56.3. Si bien no se contempla esta suspensión automática para otros actos recurridos, el recurrente puede solicitar la adopción de medidas cautelares antes de la interposición del recurso especial (Art. 49.1 de la LCSP), con la interposición (Art. 51.1), o con posterioridad a la interposición del recurso-, siempre en un momento anterior a su resolución- (Art.56.3 tercer párrafo). 

Según señala el artículo 49.1 del citado texto legal, esas medidas cautelares pueden estar destinadas a suspender o a hacer que se suspenda el procedimiento de adjudicación del contrato en cuestión o la ejecución de cualquier decisión adoptada por los órganos de contratación.

TERCERO. - En la legislación de contratos del sector público no se definen los parámetros sobre los que adoptar o denegar las medidas provisionales. No obstante, cabe entender que los requisitos exigidos por el Tribunal Supremo con relación al proceso cautelar en el ámbito judicial se aplican también en el marco del procedimiento del recurso especial. En este sentido, toda decisión sobre las medidas cautelares debe adoptarse ponderando las circunstancias del caso y teniendo en cuenta la finalidad de la medida cautelar y su fundamento constitucional, tendente a asegurar que la futura resolución del procedimiento principal pueda llevarse a la práctica de modo útil, evitando perjuicios de difícil o imposible reparación. 

Finalmente, el artículo 49.4 de la LCSP prevé que “salvo que se acuerde lo contrario por el órgano competente, la suspensión del procedimiento que pueda acordarse cautelarmente no afectará al plazo concedido para la presentación de ofertas o proposiciones por los interesados.”
No obstante, se ha solicitado expresamente, en el supuesto de hecho que nos ocupa, la suspensión del plazo para la presentación de ofertas. 

CUARTO. - El recurrente fundamenta la solicitud de suspensión invocando causas de nulidad de pleno derecho de los actos recurridos y porque su ejecución puede dar lugar a perjuicios de muy difícil o imposible reparación. 

Así argumenta que: “Si no se suspende la licitación, la gran mayoría de los/las potenciales licitadores/as resultaremos excluidos de la misma por incumplir los requisitos de solvencia técnica (y eso en caso de que haya alguien que los cumpla, lo que dudamos).

Además, habida cuenta de que el plazo para resolver el recurso excede del plazo para presentar las proposiciones, no tiene sentido obligar a los licitadores a presentar sus ofertas para que luego no sirvan para nada, en caso de estimarse el recurso.”

Hay que tener en cuenta que el proceso cautelar debe asegurar la eficacia de la resolución del recurso y que, sin perjuicio del posterior análisis del recurso que se realice, la continuidad del procedimiento podría causar perjuicios a los intereses afectados si se llegara a adjudicar el contrato, por lo que una eventual estimación del recurso obligaría a retrotraer las actuaciones y a dejar sin efecto actos declarativos de derechos. Asimismo, y al dirigirse contra los criterios de solvencia técnica, acierta el recurrente al manifestar que la presentación de las ofertas puede resultar estéril 

En el supuesto analizado, la suspensión cautelar, incluida la suspensión del plazo para la presentación de las ofertas, parece la mejor forma de garantizar eficacia de la futura resolución del recurso, evitando perjuicios de imposible o difícil reparación. 
Por lo expuesto, sin prejuzgar la cuestión de fondo planteada en el recurso, este Órgano Foral de Recursos Contractuales emite la siguiente

RESOLUCIÓN

Aprobar la medida provisional de suspensión y acordar, expresamente, la suspensión del plazo concedido para la presentación de ofertas o proposiciones por los interesados, de la licitación  convocada por Álava Agencia de Desarrollo, S.A. para contratar los servicios de “Asesoramiento en materia de derecho administrativo, urbanístico, mercantil y civil de Álava Agencia de Desarrollo, S.A.”, hasta que recaiga resolución en el recurso especial promovido por Barbara & Uriarte Abogados, S.L.P.
Contra la presente resolución no cabe recurso alguno, sin perjuicio del que proceda contra la resolución que se dicte en el procedimiento principal del recurso.
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